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Ilecurso do agravio constitucional interpuesto por doña Kalina Cluzado Florcs abogada
dc doña Dialy Yssabel Karin Chcro Farro, en cl proceso a favor de don Wilf¡edo Chero
Villegas contm Ia resolución dc fojas 9,1, dc 3 dejulio de 2018, expedida por la Tercera
Sala Pcnal dc Apclaciones y Liquidadora de la Cofte Superior de Justicia dc
Lambaycquc quc declaró improcedente la demanda de ¿aá¿a,r aorpr.r de autos.

lln la sentencia emitida en el llxpedie¡te 00987-2014-PA/TC, publicada en el
diario oficial El Peruano el 29 de agosto dc 201,1, cste Tribunal estableció, en el
fund¡ncnto 49, con carácter de p¡ecedente, que se expedirá sentenci¿
intc¡locutoria denegatoria, dictacla sin más trámite, cuando se preseDte alguno de

los siguientes süpuestos, que igualmente están contcnidos cn cl artículo ll del
Reglamc¡rto Non¡atjvo dcl Tribunal Constitucionali

a
Carczca de fundamentación la supuesla vulneiación qüe se invoque

cuestióD de Derecho contenida en el ¡ecurso ¡o sea dc cspecial
scendencia constitucional.
cucstión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constitucional.
Se h¿ya decidido de manem desestimato a en casos sustancialmente igxales

En este caso, la recurente cuestiona i) la Resolución 38-2017, de 14 de agosto de

201'l; y r) la Rcsolución 24-2018, de 10 de mayo de 2018, señalando que ambas

dcscstima¡on las solicitudcs dc convc¡sión de Ja pena, prescntadas en el
tsxpedrente 128 2007 082 0407 SP PB 01.

La recurcntc rclicre que el távo¡ecido fue co[denado por el delito conlm el
patrimo¡io (usurpación agravada) y se Ie impuso cuat.o años dc pcna privativa de
la libcrlad efcctiva. Posteriormente, solicitó la conversión de Ia pena privativa dc
libc ad por Ia pcna dc prestació¡¡ dc ser,,icios comunitarios conlbme lo establece
cl Dccreto Legislativo 1300, que incorpora el articulo 52 A al Código Pcnai, el
cü¿I, regula la convcrsión de penas privativas de libeñad por penas alternativas; y
quc mcdiantc Resoll.rción 38-2017, fue descstimada. Agrcga que formuló nueva
solioilud de conversión, esta Í¡ltima al amparo del Decreto Legislativo 1322, quc
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regula la vigilancia electrónica personal, pero tambión sc doscstimó por
Resolución 24-2018. Aduce que la inconecta aplicación de las nomas precitadas
Jcsionan la libenad personal y eldebido proceso.

ED consecuencia, se verifica que el presente recurso de agravio ha incunido en la
causal dc rcchazo prevista en el acápite b) del lundamento 49 de la sentencia
cmitida cn cl Expedicntc 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del articülo 1l del
Rcglamcnto Normativo del Tribunal Constitucional. Por esta razón, coüesponde
declar¿r, sin más lrámile, improcedente el recurso de agravio constitucional.

Ibr estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la auto¡idad quc le conñere la
Constitución Politica del Pen¡, y la pafiicipación del úagistrado Espinosa-Saldaia
Barrcra, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singllar del
magistrado F'errero Costa,
Adcmás, se incluye el fundamenlo de voto dcl magist¡ado Espinosa-Saldaña Barrcra.

RESUEI-\TE

Dcclarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio coDstitucional porque la cuestión de
Dc¡ccho contenida cn el ¡ccu¡so ca¡ccc de espccial trascendencia constitucional.

Püblíquese y Dotillquese.

SS

IIIIRANDA 
'-ANTTI,F"SSARDÓN DE TABOADA

ESPINOSA.SALD Ñ  B,TRRERA

I
a>,

Lo

4- Bsta Sala del Tribu¡ral Constitucional considera que si bicn se alcga la afcctación
de derechos fundamcntalcs, cn ¡calidad se pretende que se reovalúe si cl
favorccido cumple con los presupuestos legales establecidos en los Decretos
Lcgislativos 1300 y 1322, para la conversión de la pena privativa de Ia libertad
que Ie lue impuesta; análisis que coresponde a la judicatura ordinaria, el cual, en

el caso de autos se realizó cuantas veces fue solicitado, precisá¡dose las razones
por las cualcs el favorecido no podía acceder a Ja conversión dc pcnas solicitada.
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¡'UND^MIiNTo DE voro DEL MAcIsrRA.Do EspINosA-SALDAñ,\
BARRER4.

Estoy de acuerdo con el sentido de lo ¡esuelto en la presente resolución; sin embargo,
coniiJcru n(c(sJrio cfcctuar las siguicntes precisrones.

Nuestra rcsponsabilidad como jueces constitucionales del l'¡ibunal Cons¡itucional
peruano incluye pronunciarse con resoluciones comprcnsiblcs, y a la vez. rigurosas
lécnicamente. Si no sc toma en cuenta ello. el Tribunal Constitucional falta a su
responsabilidad institLlcional de concretización de la Constitución. pues debe
haccrsc cntcnder a cabalidad en 1a compresión del ordenamiento juridico conlormc
a los principios, valores y demás preceptos de esta misma Constitución.

2. En el fundamento jurídico 4 encuentro presente una confusión de carácter
conceptual, que se repite asimismo en otras resoluciones del Tribunal
Constitucional, la cual consisle en utilizar las cxpresiones "afectación",
"i[tervención" o similares, para hacer a referencia ciertos modos de injerencia en el
conte¡ido de derechos o de bienes constitucionalmcntc protegidos, como sinónim¡s
de "lesión" o "vulneración".

3. lln rigor conceptuai, ambas nociones son difcrentcs. Por una parle, se hace
relerencia a "intcrvcncio[es" o "alectaciones" iusfundamcntalcs cuando. de manera
ge11érica, existe alguna fornra de i¡cidencia o injerencia en el contcnido
conslitucionalmcnte protegido de un derecho, la cual podría ser tanto una Jcuion
como una omisión, podria tener o no una connotación negativa, y podria hatarse de
una injerencia desproporcionada o no. Asi visto, a modo de ejemplo, los supuestos
de restricción o limitación de derechos lundamentalcs, así como muchos casos de
delimilaoión del contenido de estos derechos, pueden ser considerados p¡lmd./dci¿
es decir antes de analizar su lcgitimidad constitucional, como lbrmas dc afcctación
o de inte¡ve¡ción iusl'undamental.

4. Por otra pane, se alude a supuestos de "vr¡lneración" o "lesión" al contenido de u¡
dereoho fundamental cuando estamos ante interveDciones o afectacioncs
iusfundamentales negativas. directas, conc¡etas y sin una justificación razonable.
Po¡ ciefio, caiillcar a tales afectaciones como negativas e injustificadas, a la luz de
su incidencia en el ejercicio del derecho o los de¡echos alegados, presuponc la
realización de un análisis sr¡stantivo o de mé¡ito sob¡e la legitimidad de la
interferencia en el derecho.
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5. Además, considero ncccsa¡io señalar que estamos ante una amenaza a un derecho
l'undamental cuando nos e¡contramos antc un hecho furturo <¡ue constituyc un
pcligro p¡óximo (cie o e inminentc), en tanto y en cuanto configura una incidencia
negativa, concreta, di¡ccta y sin j ustil icación razonablc a ese derecho lündamental.

6. Por otro, aquí ha quedado plenamcntc acreditado que el resurso de duravlo
oonstitucional no encuentra respaldo cn cl contenido constitucionalmente protcgido
de los derechos invocados por Ia parte demandante. Siendo así. se verifica que se ha
incurido en la causal de rechazo prevista en el acápite b) del fundamento,l9 dc la
scntencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC y cn cl inciso b) del articukr
I I del Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional.

7. Ahora bien, encuentro que la redacción del proyecto no es lo suficientemente clara
para explicar las razones por las cuales aqui la cuestión de Derecho planteada carcce
de especial trascende[cia constitucional, conforme las pautas establecidas por este
T bL¡nal.

8. Dn el¡cto, tal como ha desa¡rollado este Tribunal Constitucional cn reiterada
jurisprudencia, al momento dc emitir una sentencia interlocuto¡ia, luego de hacer
menoión a Ias causales de improcedencia liminar rccogidas en el fundamcnto 49 de
"Vásquez Romero", corrcspo¡de relerirse en forma clara, ordenada y detallada a la
causal especílica en la cual habria incurrido eI recurso plantcado, así como cumplir
con explicar cuáles son los alcanccs de la causal utilizada.

9. De este modo, Ia exposición de las razones por las cuales el recurso incune en una
causal determinada no solo adquiere mayor olaridad, sino también se le otorga un
adecuado o¡den lógico a los argu¡nentos que lundamentan lo ¡est¡elto en el caso.
Dichas cualidades son las que se espcra que tenga una decisión tomada po¡ este
Tribunal. en tanto se t¡ata de un órgano jurisdiccional encargado dc una labor tan
¡elevante como lo es Ia tutela de derechos fundamentales.

(

Lo qu7 ce{¡iticg;
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VOTO SINGULAR DEL MACISTRA.DO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitüción, y con el mayor respeto por la ponencic
de mi colega magistrado, emiio el presente voto singular, para explesar respetuosamente
que disiento dcl precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA1TC,
SENTENCIA INTERLOCU'I'ORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a
continuación expongol

Et, TRTBUNAL CoNsrrrucroNAl coMo coRTE DE REVtslóN o FALLo y No DE
cAsACróN

1. La Constitución dc 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionales oomo
instancia de casación y la Constitución de 1993 coiilvifió al Tribunal Comtitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad roc, irdependiente del Pode¡
Judicial, con la tarca de gaÉnlizar la supremacía consfitucional y la vigencia plena
de los dercchos Iu¡damentalcs.

2. La Ley !undamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales era un órgano de control de la Cqnstitución, que tenia j urisdicción
en todo el territorjo nacional para conocer, en ria de cdsación, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituia una instancia habilitada para falla¡ elr lbr:na definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amcnaza o lesión a los
derechos reconocidos en Ia Constitución.

3. En csc senlido, la t,ey 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantias
Constitucionales, vigentc en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en lbrma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitació¡1 y resolució¡ de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego dc
señalar la del-rciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvio) para que emita nuevo falio siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en cxceso los procesos constitucionalcs
mencionados.

4. El modelo de tutela aDte amcnazas y vulncración de dercchos fue se¡iamente
modiñcado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, a;ÍDparo, habeus data
y acción de cumplimiento. En segturdo lugar, se crea al 'lribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
caiillca erróncamente como "órgano de control de la Constitución',. No obstante. en

rW
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EL DTRECHO a s[R oiDo corro MAN¡¡.ESrACIóN DE L^ DEMoCRATIZA0óN DE r_os
PRocEsos CoNSTITtrcroNAt,ES DE LA r,rBIR¡.^D

8. La administración de.iusticia constitucional dc la libertad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su creación! es respetl¡osa, como co[esponde, cJe) dcrecho de

mateda de procesos constitL¡cionales de la liberlad, la Constitución establece q¡re el
Tribunal Constitucional es instancia de revisión o lallo.

5. Cabe señalar que Ia Conslitució¡ Política del Perú, cn su a¡ticulo 202, inciso 2.
prescribe que corresponde al T¡ibunal Constitucional "conocer, en última ),
definiÍird insfancia, las resoluciones denegatorias dictadas en los procesos tle
habeas corpus, amparo, habeas data y acción de cumplimienfo',. Esta disposicion
constitucional, desde una posición de fratca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y-evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un derecho lündamental. Una lectura diversa
contravendría maldatos esenciales de la Constitución, como son cl p ncipio dc
delénsa de la persona humana y el respeto de su dignidad colno fin supremo de la
sociedad y del Estado (ar1ículo l), y "la observañcia del deb¡do proceso y tutela
jurisdiccional- Ninguna persona puede ser desviada de ld jurisdicc¡ón
predeterminada por ld ley, fii sometida a procedímíento d¡stinfo de los prel,idmenfe
establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de excepc¡ó11 ni por
conlisiones especial¿s creadas dl elbcfo cualquieta sea su denomifiacíón,',
consagrada en el aftículo 139, inciso 3.

EXP, N," 0257ó.20I8 PHCIIC
LAMBAYEQUE
WlLFREDO CIIERO VILLIJGAS.
representado por DIALY YSABEL
KARIN CIIERO FARRO

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la illtima iNtancia constitücional tiene lugaa por la vía d,el certiorañ
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en ei Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interyretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de 1á libe¡tad cüando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Pode¡ Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derccho fuldamental, se
debe abrir Ia via corespondiente para que el l¡ibunal Constitucional pueda
p¡onunciarse. Pero la apertura de esta vía solo se produce si se pemite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormelorizado
analisis de lo que se ¡retcnde. de lo que se in\ oca.

7. Lo constitt¡cional es escuchar a la parte como concretización de su de¡echo
inenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constitr¡ve el más
cfectivo medio de defensa de los derechos tundamentales frente a los poderes
públicos y privados, 1o cual evidencia el t¡iunfo de la justicia liente a la
arbitrariedad.

fNil
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delénsa inhe¡e¡te a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se
dcterminen sus Jerechos. intereses ) ubligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento rcspecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realiza¡se audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es
efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer! de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentcs, concretiindose el principio de inmediación que
debe regir cn todo proceso constitücional.

10. Sobre la intervención de las pates, coiresponde señalar que, cn tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado oste[ta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con cstricto respeto de los derechos i¡herentes a todo ser humano, lo que
incluye el dcrecho a ser oído con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la participación di¡ecta de las partes, en delénsa dc sus intereses,
que se concede e¡ la audiencia de vista, tambié[ constituye uD elemento que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidi¡ia sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar lo correspondientc a su favor, lo que resultaría
excluyentc y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el debcr
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumeltos que justiñcan sus decisiones, ponlue el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de .justicia, sino por la justicia de sus razoncs, por
expresar dc modo suficicnte las razones de derecho y de hecho relcvantes en cada
caso que resuclve.

12. En ese sentido,la Cofe InteÉmedcana de Derechos Hr¡manos ha establecido que el
derecho de defensa "obl¡g.l al Estado a tlatar al ind¡fiduo en todo momenÍo como
un wrdadero sujeto del proceso, en cl más amplio sen¡ido Ll¿ este concepto, y no
simplemefite como objeto del mismo"t .5 qoe ,'pord ,lue ex¡sta Jebido proceso legal
es prec¡.to que un just¡ciable pueda hacer yaler sus derechos y defender su"^
interes¿: en.lormLl ¿Jecrt|a y en condicionts dc iguolct,td fro(esul cun otrot
i\rb¡ahl"r"'

I Corte IDH. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párrafo 29.

' Cort" IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y l.obago,
sentenciadel2l dejunio de 2002, párrafo 146.

ftil



w I ilil]ilt ilt illl ilt
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL EXP. N.o 025 76-201 8 -PHC/TC

LAMBAYEQUE
WILFREDO CHERO VILLEGAS,
representado por DIALY YSABEL
KARIN CHERO FARRO

NATUR LEZA PRocESAL DDL RECURSo DE AcRAvro CoNSTrrucroNAL

i3. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a Ia Constitución.

14. Cuando se aplica a u¡ proceso constituciona[ de la libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recuÉo de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera cscncia jurídica, ya quc el Tribu¡al Constitucional no liene competcncia
para "rcvisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio constituciola].

15. De confo¡midad con los a¡tículos 18 ), 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucio¡al no "concede" el recürso. Esta es una competencia de la
Sala Süperior del Poder Judicial. Al l'¡ibunal lo que le conesponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega
(omo un rgravit, que Ie cdu(a indelensión.

16. Por otlo lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justiñcado y concretado en supuestos específicos, a saber,
identiñcar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo,
convie¡te el empleo de la precitada senteÍcia en arbitrario, toda vez que se podría
afectar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de ser
oido con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes dc predictibilidad, afectando notablemente a los jusliciables, quienes
tendiían que adivinar qué rcsolverá el Tribunal Constitucional antes de prese¡tar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, r¡¡.rtattis tfiutandís, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-201 4-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Consritucional en orros
fallos, como en el caso Luis Sá¡chez Lagomarcino Ramírez (sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libeÍad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del dcrecho constitucional líquido y
ciefo, ctc.).

18. Sin embargo, cl hecho de que los procesos constitucionales de la libe¡tad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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19. Por tanto, si se tiene ell cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para protege¡ y rcparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presentc casó se con\oque a audiencia para la
vjsta, 10 que garantiza quc el T.ibunal Constitucional, en tanto instancia última y
deñniliva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos ese¡ciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judiciai;
especialmente si se tiene e¡ cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo lc queda el camino de Ia jurisdicción internacional de protecció¡ de derechos
humanos.

20. Como afi¡mó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una dcfensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestació¡ jurisdiccional, cada cual al defende¡ su dcrecho
está dcl'endiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".

{wyrwiltl Lo quc o:
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